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Las instituciones importan 

 

Existe evidencia sólida de que la calidad de las instituciones 

nacionales en general y de las AAPP en particular tiene un efecto 

sobre cualquier dimensión de bienestar socio-económico y 

cultural de un país. (La calidad de las instituciones en España, Lapuente 

et al.)  

La confianza en las instituciones y las AAPP está estrechamente 

ligada con la percepción de  que son neutrales, profesionales y 

transparentes. 

 La falta de neutralidad, la falta de profesionalidad, la falta de 

rendición de cuentas y de transparencia son síntomas de una baja 

calidad institucional que no sólo minan la confianza en la democracia 

y las Administraciones Públicas desincentivan el emprendimiento, la 

innovación, la competencia y el esfuerzo. Estos factores se traducen 

en menor productividad, mayor desempleo y remuneraciones 

inferiores a los que serían posibles con la tecnología y el capital 

disponibles. […] La mejora de la calidad de la gobernanza debe 

constituir una pieza clave de la estrategia de crecimiento a largo 

plazo de la economía española (Los costes económicos del déficit de 

calidad institucional y la corrupción en España, Alcalá Agulló F. y Jiménez 

Sánchez F.)   



¿Confían los españoles en sus instituciones? 

La mayoría de los españoles no confía 

en los partidos políticos. Según las 

conclusiones del último 

Eurobarómetro (2021) elaborado por 

la Comisión Europea,el 90% de 

españoles desconfía de las 

formaciones políticas, un nivel muy 

elevado si se compara con el 75% del 

conjunto de los europeos. 

Después de los partidos políticos, las 

instituciones que generan mayor grado 

de desconfianza son el Congreso de 

los Diputados y el Gobierno de 

España, en los el 75% de ciudadanos 

afirma desconfiar.  

 

Le siguen, aunque con una 

moderación mucho mayor, la 

Administración Pública con un 52% de 

españoles que desconfían (frente al 

42% que confía), los ayuntamientos o 

presidencias de las comunidades 

autónomas (un 53% desconfía frente a 

un 42% que confía) y la Justicia y/o el 

Sistema Judicial (52% frente al 45%). 

 

 



¿creemos los españoles en algo? Eurobarómetro 

2021 



Confianza partidos, Gobiernos, AAPP 



Confinanza en las instituciones: desviación de la 

media 



Transparencia durante la pandemia 



¿Y las nuevas generaciones? 



¿Depende de la ideología? 



¿Y la sociedad civil? 



Crisis de representatividad o de la democracia 

liberal representativa 

La crisis de la representatividad está muy relacionada con la negativa 

percepción que tienen los ciudadanos del funcionamiento de los partidos 

políticos, de su falta de transparencia, financiación irregular, falta de 

democracia interna, caudillismo, y de la colonización que han hecho de 

muchas de las instituciones del Estado y la sociedad. 

 

Esto se ha agudizado durante las situaciones de crisis, primero en la 

financiera de 2008 y después durante la crisis del coronavirus que todavía 

vivimos. 

 

El clima de extrema polarización política es otro factor a tener muy en 

cuenta, máxime en un momento donde son necesarios grandes pactos 

transversales (pensiones, Justicia, crisis territorial y demográfica, brecha 

generacional, calentamiento climático, educación, mercado laboral, etc, 

etc)   



Pruebas de resistencia:Calidad institucional, y 

lucha contra el coronavirus 



, 

 
Caso del coronavirus 



¿Afecta a la imagen del país? 



Confianza: transparencia, participacion y 

rendición de cuentas 
La capacidad de las instituciones y la confianza en las 

mismas son los aspectos cruciales del buen 

funcionamiento institucional, lo que se acentúa en 

épocas de crisis.  

La confianza es clave en la situación que estamos 

viviendo1. La creciente desconfianza en las instituciones 

a nivel global está llevando al auge de populismos y 

posiciones políticas cada vez más extremas, muchas de 

ellas dudosamente democráticas. 

La transparencia y la información son medios para un fin: 

mejorar la rendición de cuentas y la confianza en las 

instituciones. Pero hay que facilitar la información que 

realmente interesa a los ciudadanos, que muchas veces 

es información sensible políticamente. Transparencia no 

es propaganda. Sobre todo en situaciones de crisis. 

La participación ciudadana no se puede forzar: suele ser 

consecuencia de la existencia de esa confianza en que 

las instituciones son realmente transparentes y 

escuchan. 
1  Las encuestas muestran que tenemos unos de los niveles de confianza en los poderes legislativo, ejecutivo, y, aunque en 

menor medida, también en el judicial, más bajos de la Unión Europea (Lapuente et al., 2018) 



Posibles remedios: Calidad de los datos, esencia 

de la transparencia 

 de ahí viene el problema. 

Mientras que la transparencia 

activa no está suspendida (los 

sujetos obligados siguen 

estándolo a publicar la 

información exigible en sus 

respectivas webs), la 

transparencia pasiva ha sido 

“suspendida” o, dicho de otra 

forma, no se están tramitando 

por la Administración General 

del Estado las solicitudes de 

transparencia formuladas por 

los ciudadanos y 

organizaciones de la sociedad 

civil como la Fundación hay 

Derecho en base a una 

interpretación de la 

Disposición Adicional tercera 

del Decreto que aprueba el 

estado de alarma que 

consideramos sumamente 

discutible y perjudicial para la 

ciudadanía, y más en relación 

con las cuestiones que atañen 

a la propia pandemia. Hasta 

tal punto es así que algunas 

CCAA (como Andalucía, 

Cataluña o Castilla y León, por 

ejemplo) están tramitando sin 

problemas las solicitudes de 

transparencia que se formulan 

en el ámbito de sus 

respectivas CCAA. 

. 

 

, pero con respecto a la 

transparencia pasiva entiende 

que se produce la suspensión 

prevista en la Disposición 

Adicional tercera que 

acabamos de transcribir más 

arriba, dado que se trata de 

procedimientos administrativos 

(ya lo hemos dicho) y que no 

están comprendidos en las 

excepciones en que los 

procedimientos no se 

suspenden (plazos para 

afiliación, liquidación y 

cotización de la Seguridad 

Social y plazos tributarios en 

particular para presentar 

declaraciones y 

autoliquidaciones). Sí admite 

que la la Disposición adicional 

permite que el órgano 

competente acuerde 

motivadamente la tramitación 

de estos procedimientos, pero 

lo cierto es que es difícil que 

se haga si no se tramitan las 

solicitudes, como está 

ocurriendo ahora. Tampoco 

hace referencia a la posibilidad 

de que el interesado pida la no 

suspensión y que así se 

acuerde; ni tampoco a que no 

se suspenden los 

procedimientos relacionados 

con las causas del estado de 

alarma, es decir, las 

solicitudes de transparencia 

relacionadas con el COVID 19. 

 

En el caso de la Fundación 

Hay Derecho son todas las 

que hemos hecho y que están 

paralizadas “ab initio”, es decir, 

no se inicia la tramitación. Y 

para rematar estas 

explicaciones (“excusatio non 

petita…”, pensamos los 

juristas) se hace referencia a 

que esta decisión de paralizar 

la transparencia pasiva se 

comunicó al Consejo de 

Transparencia y Buen 

Gobierno como órgano 

encargado de la supervisión y 

que éste no manifestó 

“indicaciones en contra”. Ni 

tampoco a favor, por lo que 

parece, pero la realidad es que 

en la Administración General 

del Estado se ha optado por la 

interpretación más 

desfavorable para el 

ciudadano, para la 

transparencia y para la 

rendición de cuentas, cuando 

era muy sencillo técnicamente 

hacer exactamente lo contrario 

y mucho más congruente con 

el objetivo y la finalidad de la 

Ley de Transparencia y con la 

exigencia de extremar las 

medidas de control del Poder 

ejecutivo en una situación 

como la que vivimos. Y la 

información es clave, pero la 

información rápida –dentro del 

plazo de un mes que concede 

la Ley- no la que nos 

proporcionen dentro de unos 

meses a toro pasado y con 

una previsible avalancha de 

solicitudes sin resolver durante 

este periodo. Para 

consolarnos, también se nos 

dice que la suspensión “es 

temporal”. Pues faltaría más. Y 

que harán todo lo posible para 

resolver muy rápido. En fin. 

 

 

Estado de alarma: suspensión 

de la transparencia pasiva 

(interpretación muy restrictiva 

Disposición Transitoria 3ª 

de…) 

Se dirige a los ciudadanos a 

otras fuentes de información 

(comparecencias del 

Gobierno, Ministro de Sanidad, 

doctor Simón). 

Si algo ha puesto de relieve la pandemia, sobre todo en 

los primeros meses, ha sido un auténtico caos en la 

gestión de los datos. La complejidad del Estado 

autonómico y la escasa capacidad de las 

Administraciones en este ámbito llevaron a un 

auténtico baile de datos, muy difícil de entender por la 

ciudadanía, que en ocasiones tuvo que suplir la 

información oficial por otras vías. 

 

“La información estadística sobre el covid-19 en 

España ha sido horrorosa desde el principio de la crisis 

y la pandemia 

 

De todos los países avanzados que hemos estudiado, 

ninguno tiene unos datos tan deficientes como los 

españoles: inconsistentes, incompletos, ambiguos en 

las definiciones y tardíos. Una vergüenza nacional.” 

(Jesús Fernández-Villaverde) 

 

Recordemos los “apagones informativos” de los fines 

de semana, la información en pdf, la diferente forma de 

contabilizar por CCAA, el fracaso de las apps covid… 

 

Muy diferente de la información facilitada en otros 

países.    Tampoco ha sido igual en todas las CCAA 

(merece mención destacado el esfuerzo de CyL) 

 

 



Posibles remedios: transparencia y participación 

ciudadana 

 de ahí viene el problema. 

Mientras que la transparencia 

activa no está suspendida (los 

sujetos obligados siguen 

estándolo a publicar la 

información exigible en sus 

respectivas webs), la 

transparencia pasiva ha sido 

“suspendida” o, dicho de otra 

forma, no se están tramitando 

por la Administración General 

del Estado las solicitudes de 

transparencia formuladas por 

los ciudadanos y 

organizaciones de la sociedad 

civil como la Fundación hay 

Derecho en base a una 

interpretación de la 

Disposición Adicional tercera 

del Decreto que aprueba el 

estado de alarma que 

consideramos sumamente 

discutible y perjudicial para la 

ciudadanía, y más en relación 

con las cuestiones que atañen 

a la propia pandemia. Hasta 

tal punto es así que algunas 

CCAA (como Andalucía, 

Cataluña o Castilla y León, por 

ejemplo) están tramitando sin 

problemas las solicitudes de 

transparencia que se formulan 

en el ámbito de sus 

respectivas CCAA. 

. 

 

, pero con respecto a la 

transparencia pasiva entiende 

que se produce la suspensión 

prevista en la Disposición 

Adicional tercera que 

acabamos de transcribir más 

arriba, dado que se trata de 

procedimientos administrativos 

(ya lo hemos dicho) y que no 

están comprendidos en las 

excepciones en que los 

procedimientos no se 

suspenden (plazos para 

afiliación, liquidación y 

cotización de la Seguridad 

Social y plazos tributarios en 

particular para presentar 

declaraciones y 

autoliquidaciones). Sí admite 

que la la Disposición adicional 

permite que el órgano 

competente acuerde 

motivadamente la tramitación 

de estos procedimientos, pero 

lo cierto es que es difícil que 

se haga si no se tramitan las 

solicitudes, como está 

ocurriendo ahora. Tampoco 

hace referencia a la posibilidad 

de que el interesado pida la no 

suspensión y que así se 

acuerde; ni tampoco a que no 

se suspenden los 

procedimientos relacionados 

con las causas del estado de 

alarma, es decir, las 

solicitudes de transparencia 

relacionadas con el COVID 19. 

 

En el caso de la Fundación 

Hay Derecho son todas las 

que hemos hecho y que están 

paralizadas “ab initio”, es decir, 

no se inicia la tramitación. Y 

para rematar estas 

explicaciones (“excusatio non 

petita…”, pensamos los 

juristas) se hace referencia a 

que esta decisión de paralizar 

la transparencia pasiva se 

comunicó al Consejo de 

Transparencia y Buen 

Gobierno como órgano 

encargado de la supervisión y 

que éste no manifestó 

“indicaciones en contra”. Ni 

tampoco a favor, por lo que 

parece, pero la realidad es que 

en la Administración General 

del Estado se ha optado por la 

interpretación más 

desfavorable para el 

ciudadano, para la 

transparencia y para la 

rendición de cuentas, cuando 

era muy sencillo técnicamente 

hacer exactamente lo contrario 

y mucho más congruente con 

el objetivo y la finalidad de la 

Ley de Transparencia y con la 

exigencia de extremar las 

medidas de control del Poder 

ejecutivo en una situación 

como la que vivimos. Y la 

información es clave, pero la 

información rápida –dentro del 

plazo de un mes que concede 

la Ley- no la que nos 

proporcionen dentro de unos 

meses a toro pasado y con 

una previsible avalancha de 

solicitudes sin resolver durante 

este periodo. Para 

consolarnos, también se nos 

dice que la suspensión “es 

temporal”. Pues faltaría más. Y 

que harán todo lo posible para 

resolver muy rápido. En fin. 

 

 

Estado de alarma: suspensión 

de la transparencia pasiva 

(interpretación muy restrictiva 

Disposición Transitoria 3ª 

de…) 

Se dirige a los ciudadanos a 

otras fuentes de información 

(comparecencias del 

Gobierno, Ministro de Sanidad, 

doctor Simón). 

Disposición adicional tercera Real Decreto 463/2020, 

de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 

ocasionada por el COVID-19 señala lo siguiente en 

relación con la suspensión de los plazos 

administrativos: 

“1. Se suspenden términos y se interrumpen los plazos 

para la tramitación de los procedimientos de las 

entidades del sector público. El cómputo de los plazos 

se reanudará en el momento en que pierda vigencia el 

presente real decreto o, en su caso, las prórrogas del 

mismo. (…) 

2. No obstante lo anterior, el órgano competente 

podrá acordar, mediante resolución motivada, las 

medidas de ordenación e instrucción estrictamente 

necesarias para evitar perjuicios graves en los 

derechos e intereses del interesado en el 

procedimiento y siempre que éste manifieste su 

conformidad, o cuando el interesado manifieste su 

conformidad con que no se suspenda el plazo. 

3. La presente disposición no afectará a los 

procedimientos y resoluciones a los que hace 

referencia el apartado primero, cuando estos vengan 

referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los 

hechos justificativos del estado de alarma.” 



Posibles remedios: transparencia y participación 

ciudadana 

 de ahí viene el problema. 

Mientras que la transparencia 

activa no está suspendida (los 

sujetos obligados siguen 

estándolo a publicar la 

información exigible en sus 

respectivas webs), la 

transparencia pasiva ha sido 

“suspendida” o, dicho de otra 

forma, no se están tramitando 

por la Administración General 

del Estado las solicitudes de 

transparencia formuladas por 

los ciudadanos y 

organizaciones de la sociedad 

civil como la Fundación hay 

Derecho en base a una 

interpretación de la 

Disposición Adicional tercera 

del Decreto que aprueba el 

estado de alarma que 

consideramos sumamente 

discutible y perjudicial para la 

ciudadanía, y más en relación 

con las cuestiones que atañen 

a la propia pandemia. Hasta 

tal punto es así que algunas 

CCAA (como Andalucía, 

Cataluña o Castilla y León, por 

ejemplo) están tramitando sin 

problemas las solicitudes de 

transparencia que se formulan 

en el ámbito de sus 

respectivas CCAA. 

. 

 

, pero con respecto a la 

transparencia pasiva entiende 

que se produce la suspensión 

prevista en la Disposición 

Adicional tercera que 

acabamos de transcribir más 

arriba, dado que se trata de 

procedimientos administrativos 

(ya lo hemos dicho) y que no 

están comprendidos en las 

excepciones en que los 

procedimientos no se 

suspenden (plazos para 

afiliación, liquidación y 

cotización de la Seguridad 

Social y plazos tributarios en 

particular para presentar 

declaraciones y 

autoliquidaciones). Sí admite 

que la la Disposición adicional 

permite que el órgano 

competente acuerde 

motivadamente la tramitación 

de estos procedimientos, pero 

lo cierto es que es difícil que 

se haga si no se tramitan las 

solicitudes, como está 

ocurriendo ahora. Tampoco 

hace referencia a la posibilidad 

de que el interesado pida la no 

suspensión y que así se 

acuerde; ni tampoco a que no 

se suspenden los 

procedimientos relacionados 

con las causas del estado de 

alarma, es decir, las 

solicitudes de transparencia 

relacionadas con el COVID 19. 

 

En el caso de la Fundación 

Hay Derecho son todas las 

que hemos hecho y que están 

paralizadas “ab initio”, es decir, 

no se inicia la tramitación. Y 

para rematar estas 

explicaciones (“excusatio non 

petita…”, pensamos los 

juristas) se hace referencia a 

que esta decisión de paralizar 

la transparencia pasiva se 

comunicó al Consejo de 

Transparencia y Buen 

Gobierno como órgano 

encargado de la supervisión y 

que éste no manifestó 

“indicaciones en contra”. Ni 

tampoco a favor, por lo que 

parece, pero la realidad es que 

en la Administración General 

del Estado se ha optado por la 

interpretación más 

desfavorable para el 

ciudadano, para la 

transparencia y para la 

rendición de cuentas, cuando 

era muy sencillo técnicamente 

hacer exactamente lo contrario 

y mucho más congruente con 

el objetivo y la finalidad de la 

Ley de Transparencia y con la 

exigencia de extremar las 

medidas de control del Poder 

ejecutivo en una situación 

como la que vivimos. Y la 

información es clave, pero la 

información rápida –dentro del 

plazo de un mes que concede 

la Ley- no la que nos 

proporcionen dentro de unos 

meses a toro pasado y con 

una previsible avalancha de 

solicitudes sin resolver durante 

este periodo. Para 

consolarnos, también se nos 

dice que la suspensión “es 

temporal”. Pues faltaría más. Y 

que harán todo lo posible para 

resolver muy rápido. En fin. 

 

 

Estado de alarma: suspensión 

de la transparencia pasiva 

(interpretación muy restrictiva 

Disposición Transitoria 3ª 

de…) 

Se dirige a los ciudadanos a 

otras fuentes de información 

(comparecencias del 

Gobierno, Ministro de Sanidad, 

doctor Simón). 

Covid: suspensión del derecho de acceso a la 

información pública durante el primer estado de alarma 

y sus prórrogas (no de la transparencia activa). Se 

sugiere que hay métodos alternativos (como las 

comparecencias periódicas del Ministerio de Sanidad, 

Director de Centro de Coordinación de Alertas y 

Emergencias Sanitarias). 

Sin embargo la información facilitada de esta forma no 

es completa, y presenta muchas lagunas: 

El Director del Centro de Coordinación de Alertas y 

Emergencias Sanitarias, en la rueda de prensa 

celebrada ayer, día 6/5/2020, se negó a revelar la 

identidad del equipo de expertos del Ministerio de 

Sanidad que está asesorando al Gobierno en la 

aplicación de los criterios que cada territorio tendrá que 

cumplir para cambiar de fase en la ejecución del plan 

de desescalada del confinamiento provocado por el 

coronavirus. Pese a la existencia de una norma que 

que autoriza la publicación de la identidad de los 

expertos sin su consentimiento ex art 11 de la Ley 

33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública,  

Mucha dificultad para acceder a la información pública 

en particular del Ministerio de Sanidad, que se ha 

refugiado en el silencio administrativo. Difícil hacer una 

evaluación de la gestión en tiempo real 

 

 

Como principio general el artículo 3.f) de la 

Ley 33/2011, General de Salud Pública 

señala: 

 

“Las actuaciones de salud pública deberán 

ser transparentes. La información sobre 

las mismas deberá ser clara, sencilla y 

comprensible para el conjunto de los 

ciudadanos” 



Posibles remedios: transparencia y participación 

ciudadana 

 de ahí viene el problema. 

Mientras que la transparencia 

activa no está suspendida (los 

sujetos obligados siguen 

estándolo a publicar la 

información exigible en sus 

respectivas webs), la 

transparencia pasiva ha sido 

“suspendida” o, dicho de otra 

forma, no se están tramitando 

por la Administración General 

del Estado las solicitudes de 

transparencia formuladas por 

los ciudadanos y 

organizaciones de la sociedad 

civil como la Fundación hay 

Derecho en base a una 

interpretación de la 

Disposición Adicional tercera 

del Decreto que aprueba el 

estado de alarma que 

consideramos sumamente 

discutible y perjudicial para la 

ciudadanía, y más en relación 

con las cuestiones que atañen 

a la propia pandemia. Hasta 

tal punto es así que algunas 

CCAA (como Andalucía, 

Cataluña o Castilla y León, por 

ejemplo) están tramitando sin 

problemas las solicitudes de 

transparencia que se formulan 

en el ámbito de sus 

respectivas CCAA. 

. 

 

, pero con respecto a la 

transparencia pasiva entiende 

que se produce la suspensión 

prevista en la Disposición 

Adicional tercera que 

acabamos de transcribir más 

arriba, dado que se trata de 

procedimientos administrativos 

(ya lo hemos dicho) y que no 

están comprendidos en las 

excepciones en que los 

procedimientos no se 

suspenden (plazos para 

afiliación, liquidación y 

cotización de la Seguridad 

Social y plazos tributarios en 

particular para presentar 

declaraciones y 

autoliquidaciones). Sí admite 

que la la Disposición adicional 

permite que el órgano 

competente acuerde 

motivadamente la tramitación 

de estos procedimientos, pero 

lo cierto es que es difícil que 

se haga si no se tramitan las 

solicitudes, como está 

ocurriendo ahora. Tampoco 

hace referencia a la posibilidad 

de que el interesado pida la no 

suspensión y que así se 

acuerde; ni tampoco a que no 

se suspenden los 

procedimientos relacionados 

con las causas del estado de 

alarma, es decir, las 

solicitudes de transparencia 

relacionadas con el COVID 19. 

 

En el caso de la Fundación 

Hay Derecho son todas las 

que hemos hecho y que están 

paralizadas “ab initio”, es decir, 

no se inicia la tramitación. Y 

para rematar estas 

explicaciones (“excusatio non 

petita…”, pensamos los 

juristas) se hace referencia a 

que esta decisión de paralizar 

la transparencia pasiva se 

comunicó al Consejo de 

Transparencia y Buen 

Gobierno como órgano 

encargado de la supervisión y 

que éste no manifestó 

“indicaciones en contra”. Ni 

tampoco a favor, por lo que 

parece, pero la realidad es que 

en la Administración General 

del Estado se ha optado por la 

interpretación más 

desfavorable para el 

ciudadano, para la 

transparencia y para la 

rendición de cuentas, cuando 

era muy sencillo técnicamente 

hacer exactamente lo contrario 

y mucho más congruente con 

el objetivo y la finalidad de la 

Ley de Transparencia y con la 

exigencia de extremar las 

medidas de control del Poder 

ejecutivo en una situación 

como la que vivimos. Y la 

información es clave, pero la 

información rápida –dentro del 

plazo de un mes que concede 

la Ley- no la que nos 

proporcionen dentro de unos 

meses a toro pasado y con 

una previsible avalancha de 

solicitudes sin resolver durante 

este periodo. Para 

consolarnos, también se nos 

dice que la suspensión “es 

temporal”. Pues faltaría más. Y 

que harán todo lo posible para 

resolver muy rápido. En fin. 

 

 

Estado de alarma: suspensión 

de la transparencia pasiva 

(interpretación muy restrictiva 

Disposición Transitoria 3ª 

de…) 

Se dirige a los ciudadanos a 

otras fuentes de información 

(comparecencias del 

Gobierno, Ministro de Sanidad, 

doctor Simón). 

 

 
Ejemplo: actas del Consejo Interterritorial 

de Salud: silencio administrativo 

Compras de material sanitario…aceptada 

Compras de material defectuoso: silencio 

administrativo. 

Requisas durante el estado de alarma: 

silencio. 

 

Otras veces respuestas incompletas o 

remisiones a links. Otras veces contesta 

fuera de plazo una vez presentada la 

reclamación ante el CTBG. 

El CTBG se ha pronunciado a favor de 
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criterios del reparto de la vacuna contra la 

Covid-19, compras de materiales 

sanitarios, datos de contagios o informes 

que se tuvieron en cuenta para confinar a 

los niños durante el estado de alarma.  

 

 

 

 

Según los datos publicados por el CTBG), en 

2020 el 47% (402 de las 876) de las 

reclamaciones de ámbito estatal que fueron 

tramitadas por el Consejo se presentaron 

porque la Administración había optado por no 

responder. En el primer semestre de 2021 el 

porcentaje es parecido: la mitad de las 

reclamaciones (51%) se iniciaron por falta de 

respuesta de la administración pública.  

 

El Ministerio que más emplea el silencio 

administrativo es el de Interior. 

 

El tiempo medio de entrega de la información 

ronda los 9 meses. 

 

El 16% de las reclamaciones recibidas en el 

Consejo se presentaron para protestar por la 

respuesta dada por el Ministerio de Sanidad a 

una petición de información, la mitad de ellas 

(21) fueron estimadas, teniendo en cuenta que 

la Administración no había dado respuesta a la 

solicitud.  

 



Posibles remedios: transparencia y participación 

ciudadana 

 
 

La suspensión general de los procedimientos administrativos (y ya hemos 
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excepcionable en casos en que a) las solicitudes de información pública se 

refieran a situaciones estrechamente vinculadas a la pandemia, que son los 

hechos justificativos del estado de alarma, y que son la mayoría de las que se 

están produciendo por otra parte y b) siempre que el interesado manifieste su 

conformidad con la no suspensión del plazo de esos procedimentos, que será 

lo habitual. Efectivamente, la norma está pensando en favorecer y no 

perjudicar los derechos de los interesados en un procedimiento 

administrativo. Así se desprende también de la posibilidad que se otorga al 

órgano administrativo para adoptar, pese a la suspensión, actuaciones de 

instrucción o medidas de ordenación del procedimiento precisamente para no 

ocasionarle perjuicios graves a sus derechos e intereses, y además con su 

consentimiento. Por eso si el propio interesado está de acuerdo en que el 

procedimiento no se suspenda y continúe adelante, el órgano administrativo 

puede acordarlo así sin mayor problema. Insistimos: es una medida para 

beneficiar al ciudadano interesado en un procedimiento administrativo 



Crisis de la democracia representativa 

 
 
 

ecálogo para la protección de los 

Denunciantes/Alertadores 

Introducción 

Las organizaciones promotoras consideran 

que es imprescindible en el Estado Español 

la elaboración de una normativa de 

protección específica para el denunciante o 

alertador de la corrupción (del inglés 

“whistleblower”) 

A nuestro juicio, la normativa debe de 

perseguir la consecución de las siguientes 

garantías para el denunciante/alertador de 

la corrupción: 

Garantías de la libertad de expresión del 

denunciante de la corrupción. 

Garantías de la confidencialidad y en su 

caso de la protección de su identidad 

Garantías de la continuidad de su carrera 

profesional y su tranquilidad psicológica y 

personal 

Garantías económicas, de manera que la 

lucha contra la corrupción no suponga un 

importante menoscabo económico. 

Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 

los poderes públicos, padecen situaciones 

de aislamiento y acoso que ponen en riesgo 

su carrera profesional y su tranquilidad 

personal que no se deben permitir. 

Entendemos que el denunciante de la 

corrupción es aquella persona que denuncia 

cualquier ilegalidad, despilfarro, mala 

gestión, abuso de poder, un peligro 

sustancial y específico para la salud pública 

o la seguridad o cualquier otra actuación 

que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o 

representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de 

considerarse denunciante de la corrupción 

no solo el funcionario, trabajador o 

empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), 

sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la 

institución, como proveedores, aspirantes a 

trabajar en la institución o a trabajar para 

ella, consultores, o incluso voluntarios. Se 

trata de evitar “las listas negras” como 

forma de evitar que se denuncie la 

corrupción. También debe incluir a los que 

pueden verse afectados por las actividades 

de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del 

denunciante de la corrupción, basta con que 

aparezcan indicios de la conducta que se 

denuncia, así como indicios – en su caso- 

del acoso sufrido por el denunciante, 

correspondiendo a la organización o 

institución demostrar con evidencias que no 

ha habido ninguna actuación ilegal, 

despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha 

intentado utilizar el Buzón de Xnet de 

denuncia de la corrupción para arreglar 

cuentas personales y denunciar a vecinos y 

parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador 

es una lucha para defender el trabajo 

colectivo de transparencia y denuncia y no 

una forma de crear una sociedad de 

delatores como muchas veces han hecho 

los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda 

está ahora y tanto se puede prestar a la 

demagogia, debemos vigilar cómo los 

políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su 

discurso o lo planteen en sus propuestas. 

Puede transformarse en una herramienta 

para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de 

delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas 

que sinceramente toman la decisión de 

atreverse a denunciar situaciones de 

corrupción y connivencia de los poderes 

públicos con las tramas financieras, viven 

en situaciones de aislamiento y acoso que 

no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros 

países y, a partir de ellas, trazaremos 

nuestra propuesta. 

1. Protección de la intimidad, el 

anonimato y/o la privacidad del 

Denunciante/Alertador 

Proteger de manera eficaz la intimidad, 

privacidad y/o anonimato de los 

denunciantes o testigos así como cuando 

proceda a sus familiares y personas 

cercanas incluyendo según el caso: 

– Permitir y facilitar la denuncia anónima 

desde dentro de las instituciones o 

empresas así como en casos excepcionales 

como grandes tramas de corrupción, la 

toma de declaración de denunciantes 

mediante sistemas que oculten su 

identidad, aceptando testimonios mediante 

tecnologías de comunicación que lo 

permitan. 

– Garantizar el derecho a las 

comunicaciones personales privadas 

investigando de oficio cualquier injerencia. 

– Inclusión del denunciante, en caso de 

solicitarlo, y de testigos, en el programa de 

protección de testigos garantizando en la 

medida de lo necesario y posible su 

reubicación. 

-Prohibir parcial o totalmente, cuando 

proceda, revelar información sobre su 

identidad y paradero. 

2. Protección de la integridad física del 

Denunciante/Alertador 

Incorporar y prever en el ordenamiento 

jurídico medidas apropiadas para 

proporcionar protección, cuando sea 

necesario, contra trato discriminatorio, 

represalias físicas o intimidación a 

alertadores,testigos o peritos que presenten 

testimonio. 

3. Defensa Jurídica 

-Garantizar el derecho de alertadores y 

testigos a la asistencia jurídica gratuita en 

los procesos judiciales que suelen ser 

consecuencia de la condición de 

denunciante o testigo: tales como 

procedimientos o denuncias por acoso, 

amenazas, injurias, calumnias… Esta 

asistencia gratuita será desempeñada por 

abogados especializados. 

– Medidas concretas contra la mala praxis 

jurídica utilizada para dilatar tiempos y 

elevar costes del proceso como forma de 

desgaste psicológico, económico con la que 

el alertador suele ser castigado por su 

denuncia. 

4. Derechos Laborales 

-Proteger el derecho a no ser despedido 

durante el proceso judicial derivado de su 

denuncia declarando el despido nulo en 

estos casos. En caso de represalias, se 

debería facilitar/velar por su estabilidad 

laboral 

. 
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tienen o pueden tener relación con la institución, como proveedores, aspirantes a trabajar en la 

institución o a trabajar para ella, consultores, o incluso voluntarios. Se trata de evitar “las listas 

negras” como forma de evitar que se denuncie la corrupción. También debe incluir a los que pueden 

verse afectados por las actividades de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del denunciante de la corrupción, basta con que aparezcan 

indicios de la conducta que se denuncia, así como indicios – en su caso- del acoso sufrido por el 

denunciante, correspondiendo a la organización o institución demostrar con evidencias que no ha 

habido ninguna actuación ilegal, despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha intentado utilizar el Buzón de Xnet de denuncia de la 

corrupción para arreglar cuentas personales y denunciar a vecinos y parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador es una lucha para defender el trabajo colectivo de 

transparencia y denuncia y no una forma de crear una sociedad de delatores como muchas veces 

han hecho los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda está ahora y tanto se puede prestar a la demagogia, 

debemos vigilar cómo los políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su discurso o lo planteen en sus 

propuestas. Puede transformarse en una herramienta para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas que sinceramente toman la decisión de atreverse a 

denunciar situaciones de corrupción y connivencia de los poderes públicos con las tramas 

financieras, viven en situaciones de aislamiento y acoso que no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros países y, a partir de ellas, trazaremos nuestra propuesta. 
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”)   

CRISIS DE CONFIANZA EN EL SISTEMA 

CORRUPCION, DESPILFARRO 

DETERIORO INSTITUCIONAL 

BLOQUEO INSTRUMENTOS REGENERACION 

 
Crisis política e institucional 

 
Fallos en mecanismos de rendición 

de cuentas (especialmente 
responsabilidad política) 

 
Cultura de la opacidad 

 
Problemas en medios de 

comunicación tradicionales  
 

Insatisfacción con la democracia  

Parlamento 

Partidos Políticos 

Poder Judicial 

Medios de comunicación 
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Mecanismos clásicos de 

participación 

Mecanismos de participación directa más extendidos en las democracias 

representativas : 

• Referéndums 

• Iniciativa legislativa popular  

• Procedimientos revocatorios.  

Son mecanismos típicos y complementarios de las democracias 

representativas que activa la propia clase política. 

A través del referéndum los gobernantes apelan directamente a la 

soberanía nacional expresada a través del voto directo de los ciudadanos 

sobre cuestiones de especial relevancia. De esa forma, la decisión que 

finalmente se adopte aparece revestida de una legitimidad reforzada. 

 

 

Actualmente las NN.TT. Permiten nuevas 

formas de participación en la política y la 

gestión pública (como la elaboración de 

presupuestos públicos participativos), aún de 

escasa implementación. 



Evolución de los referéndums en UE28 



Mecanismos de participación directa tradicionales 

• Existe una fuerte desconfianza hacia la democracia representativa, y 

en particular hacia los partidos políticos. 

• Los Gobiernos necesiten una legitimidad adicional, que otorga la 

participación directa de la ciudadanía… 

• Pero el uso del referéndum para cuestiones técnicas tiene una enorme 

complejidad y existe una creciente tentación de utilizar 

demagógicamente estos instrumentos con finalidades de política 

interior tales como: 

• fortalecer la posición del Gobierno frente a la oposición 

• fortalecer su capacidad negociadora exteriormente 

• legitimar su acción frente a la ciudadanía. 

• Es necesario realizar un esfuerzo para encontrar e integrar 

mecanismos adecuados de participación de los ciudadanos en los 

procedimientos de toma de decisiones 



Transparencia y participación ciudadana: la perspectiva 
de la sociedad civil 
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   REINVENTANDO LA 

DEMOCRACIA REPRESENTATIVA 
EN EL SIGLO XXI 
Creciente fenómeno de 
“desintermediación” 
Los ciudadanos son más exigentes y 
están más politizados 
No basta con votar cada cierto tiempo 
(de hecho aumenta la abstención 
especialmente entre los jóvenes) 
Consideran que los políticos 
tradicionales “no les representan” 
Entienden que la representación 
implica responsabilidad y rendición de 
cuentas ante alguien. En este caso, el 
depositario de la soberanía.  
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que es imprescindible en el Estado Español 

la elaboración de una normativa de 

protección específica para el denunciante o 

alertador de la corrupción (del inglés 

“whistleblower”) 

A nuestro juicio, la normativa debe de 

perseguir la consecución de las siguientes 

garantías para el denunciante/alertador de 

la corrupción: 

Garantías de la libertad de expresión del 

denunciante de la corrupción. 

Garantías de la confidencialidad y en su 

caso de la protección de su identidad 

Garantías de la continuidad de su carrera 

profesional y su tranquilidad psicológica y 

personal 

Garantías económicas, de manera que la 

lucha contra la corrupción no suponga un 

importante menoscabo económico. 

Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 

los poderes públicos, padecen situaciones 

de aislamiento y acoso que ponen en riesgo 

su carrera profesional y su tranquilidad 

personal que no se deben permitir. 

Entendemos que el denunciante de la 

corrupción es aquella persona que denuncia 

cualquier ilegalidad, despilfarro, mala 

gestión, abuso de poder, un peligro 

sustancial y específico para la salud pública 

o la seguridad o cualquier otra actuación 

que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o 

representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de 

considerarse denunciante de la corrupción 

no solo el funcionario, trabajador o 

empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), 

sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la 

institución, como proveedores, aspirantes a 

trabajar en la institución o a trabajar para 

ella, consultores, o incluso voluntarios. Se 

trata de evitar “las listas negras” como 

forma de evitar que se denuncie la 

corrupción. También debe incluir a los que 

pueden verse afectados por las actividades 

de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del 

denunciante de la corrupción, basta con que 

aparezcan indicios de la conducta que se 

denuncia, así como indicios – en su caso- 

del acoso sufrido por el denunciante, 

correspondiendo a la organización o 

institución demostrar con evidencias que no 

ha habido ninguna actuación ilegal, 

despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha 

intentado utilizar el Buzón de Xnet de 

denuncia de la corrupción para arreglar 

cuentas personales y denunciar a vecinos y 

parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador 

es una lucha para defender el trabajo 

colectivo de transparencia y denuncia y no 

una forma de crear una sociedad de 

delatores como muchas veces han hecho 

los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda 

está ahora y tanto se puede prestar a la 

demagogia, debemos vigilar cómo los 

políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su 

discurso o lo planteen en sus propuestas. 

Puede transformarse en una herramienta 

para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de 

delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas 

que sinceramente toman la decisión de 

atreverse a denunciar situaciones de 

corrupción y connivencia de los poderes 

públicos con las tramas financieras, viven 

en situaciones de aislamiento y acoso que 

no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros 

países y, a partir de ellas, trazaremos 

nuestra propuesta. 

1. Protección de la intimidad, el 

anonimato y/o la privacidad del 

Denunciante/Alertador 

Proteger de manera eficaz la intimidad, 

privacidad y/o anonimato de los 

denunciantes o testigos así como cuando 

proceda a sus familiares y personas 

cercanas incluyendo según el caso: 

– Permitir y facilitar la denuncia anónima 

desde dentro de las instituciones o 

empresas así como en casos excepcionales 

como grandes tramas de corrupción, la 

toma de declaración de denunciantes 

mediante sistemas que oculten su 

identidad, aceptando testimonios mediante 

tecnologías de comunicación que lo 

permitan. 

– Garantizar el derecho a las 

comunicaciones personales privadas 

investigando de oficio cualquier injerencia. 

– Inclusión del denunciante, en caso de 

solicitarlo, y de testigos, en el programa de 

protección de testigos garantizando en la 

medida de lo necesario y posible su 

reubicación. 

-Prohibir parcial o totalmente, cuando 

proceda, revelar información sobre su 

identidad y paradero. 

2. Protección de la integridad física del 

Denunciante/Alertador 

Incorporar y prever en el ordenamiento 

jurídico medidas apropiadas para 

proporcionar protección, cuando sea 

necesario, contra trato discriminatorio, 

represalias físicas o intimidación a 

alertadores,testigos o peritos que presenten 

testimonio. 

3. Defensa Jurídica 

-Garantizar el derecho de alertadores y 

testigos a la asistencia jurídica gratuita en 

los procesos judiciales que suelen ser 

consecuencia de la condición de 

denunciante o testigo: tales como 

procedimientos o denuncias por acoso, 

amenazas, injurias, calumnias… Esta 

asistencia gratuita será desempeñada por 

abogados especializados. 

– Medidas concretas contra la mala praxis 

jurídica utilizada para dilatar tiempos y 

elevar costes del proceso como forma de 

desgaste psicológico, económico con la que 

el alertador suele ser castigado por su 

denuncia. 

4. Derechos Laborales 

-Proteger el derecho a no ser despedido 

durante el proceso judicial derivado de su 

denuncia declarando el despido nulo en 

estos casos. En caso de represalias, se 

debería facilitar/velar por su estabilidad 

laboral 

. 

ualquier ilegalidad, despilfarro, mala gestión, abuso de poder, un peligro sustancial y específico para 

la salud pública o la seguridad o cualquier otra actuación que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de considerarse denunciante de la corrupción no solo el funcionario, 

trabajador o empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la institución, como proveedores, aspirantes a trabajar en la 

institución o a trabajar para ella, consultores, o incluso voluntarios. Se trata de evitar “las listas 

negras” como forma de evitar que se denuncie la corrupción. También debe incluir a los que pueden 

verse afectados por las actividades de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del denunciante de la corrupción, basta con que aparezcan 

indicios de la conducta que se denuncia, así como indicios – en su caso- del acoso sufrido por el 

denunciante, correspondiendo a la organización o institución demostrar con evidencias que no ha 

habido ninguna actuación ilegal, despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha intentado utilizar el Buzón de Xnet de denuncia de la 

corrupción para arreglar cuentas personales y denunciar a vecinos y parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador es una lucha para defender el trabajo colectivo de 

transparencia y denuncia y no una forma de crear una sociedad de delatores como muchas veces 

han hecho los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda está ahora y tanto se puede prestar a la demagogia, 

debemos vigilar cómo los políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su discurso o lo planteen en sus 

propuestas. Puede transformarse en una herramienta para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas que sinceramente toman la decisión de atreverse a 

denunciar situaciones de corrupción y connivencia de los poderes públicos con las tramas 

financieras, viven en situaciones de aislamiento y acoso que no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros países y, a partir de ellas, trazaremos nuestra propuesta. 
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investigando de oficio cualquier injerencia. 

– Inclusión del denunciante, en caso de 

solicitarlo, y de testigos, en el programa de 

protección de testigos garantizando en la 

medida de lo necesario y posible su 

reubicación. 

-Prohibir parcial o totalmente, cuando 

proceda, revelar información sobre su 

identidad y paradero. 

2. Protección de la integridad física del 

Denunciante/Alertador 

Incorporar y prever en el ordenamiento 

jurídico medidas apropiadas para 

proporcionar protección, cuando sea 

necesario, contra trato discriminatorio, 

represalias físicas o intimidación a 

alertadores,testigos o peritos que presenten 

testimonio. 

3. Defensa Jurídica 

-Garantizar el derecho de alertadores y 

testigos a la asistencia jurídica gratuita en 

los procesos judiciales que suelen ser 

consecuencia de la condición de 

denunciante o testigo: tales como 

procedimientos o denuncias por acoso, 

amenazas, injurias, calumnias… Esta 

asistencia gratuita será desempeñada por 

abogados especializados. 

– Medidas concretas contra la mala praxis 

jurídica utilizada para dilatar tiempos y 

elevar costes del proceso como forma de 

desgaste psicológico, económico con la que 

el alertador suele ser castigado por su 

denuncia. 

4. Derechos Laborales 

-Proteger el derecho a no ser despedido 

durante el proceso judicial derivado de su 

denuncia declarando el despido nulo en 

estos casos. En caso de represalias, se 

debería facilitar/velar por su estabilidad 

laboral 

. 

ualquier ilegalidad, despilfarro, mala gestión, abuso de poder, un peligro sustancial y específico para 

la salud pública o la seguridad o cualquier otra actuación que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de considerarse denunciante de la corrupción no solo el funcionario, 

trabajador o empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la institución, como proveedores, aspirantes a trabajar en la 

institución o a trabajar para ella, consultores, o incluso voluntarios. Se trata de evitar “las listas 

negras” como forma de evitar que se denuncie la corrupción. También debe incluir a los que pueden 

verse afectados por las actividades de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del denunciante de la corrupción, basta con que aparezcan 

indicios de la conducta que se denuncia, así como indicios – en su caso- del acoso sufrido por el 

denunciante, correspondiendo a la organización o institución demostrar con evidencias que no ha 

habido ninguna actuación ilegal, despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha intentado utilizar el Buzón de Xnet de denuncia de la 

corrupción para arreglar cuentas personales y denunciar a vecinos y parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador es una lucha para defender el trabajo colectivo de 

transparencia y denuncia y no una forma de crear una sociedad de delatores como muchas veces 

han hecho los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda está ahora y tanto se puede prestar a la demagogia, 

debemos vigilar cómo los políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su discurso o lo planteen en sus 

propuestas. Puede transformarse en una herramienta para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas que sinceramente toman la decisión de atreverse a 

denunciar situaciones de corrupción y connivencia de los poderes públicos con las tramas 

financieras, viven en situaciones de aislamiento y acoso que no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros países y, a partir de ellas, trazaremos nuestra propuesta. 

ntroducción 

Las organizaciones promotoras consideran 

que es imprescindible en el Estado Español 

la elaboración de una normativa de 

protección específica para el denunciante o 

alertador de la corrupción (del inglés 

“whistleblower”) 

A nuestro juicio, la normativa debe de 

perseguir la consecución de las siguientes 

garantías para el denunciante/alertador de 

la corrupción: 

Garantías de la libertad de expresión del 

denunciante de la corrupción. 

Garantías de la confidencialidad y en su 

caso de la protección de su identidad 

Garantías de la continuidad de su carrera 

profesional y su tranquilidad psicológica y 

personal 

Garantías económicas, de manera que la 

lucha contra la corrupción no suponga un 

importante menoscabo económico. 

Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 
los 
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Las organizaciones promotoras consideran 

que es imprescindible en el Estado Español 

la elaboración de una normativa de 

protección específica para el denunciante o 

alertador de la corrupción (del inglés 

“whistleblower”) 

A nuestro juicio, la normativa debe de 

perseguir la consecución de las siguientes 

garantías para el denunciante/alertador de 

la corrupción: 

Garantías de la libertad de expresión del 

denunciante de la corrupción. 

Garantías de la confidencialidad y en su 

caso de la protección de su identidad 

Garantías de la continuidad de su carrera 

profesional y su tranquilidad psicológica y 

personal 

Garantías económicas, de manera que la 

lucha contra la corrupción no suponga un 

importante menoscabo económico. 

Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 

los poderes públicos, padecen situaciones 

de aislamiento y acoso que ponen en riesgo 

su carrera profesional y su tranquilidad 

personal que no se deben permitir. 

Entendemos que el denunciante de la 

corrupción es aquella persona que denuncia 

cualquier ilegalidad, despilfarro, mala 

gestión, abuso de poder, un peligro 

sustancial y específico para la salud pública 

o la seguridad o cualquier otra actuación 

que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o 

representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de 

considerarse denunciante de la corrupción 

no solo el funcionario, trabajador o 

empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), 

sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la 

institución, como proveedores, aspirantes a 

trabajar en la institución o a trabajar para 

ella, consultores, o incluso voluntarios. Se 

trata de evitar “las listas negras” como 

forma de evitar que se denuncie la 

corrupción. También debe incluir a los que 

pueden verse afectados por las actividades 

de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del 

denunciante de la corrupción, basta con que 

aparezcan indicios de la conducta que se 

denuncia, así como indicios – en su caso- 

del acoso sufrido por el denunciante, 

correspondiendo a la organización o 

institución demostrar con evidencias que no 

ha habido ninguna actuación ilegal, 

despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha 

intentado utilizar el Buzón de Xnet de 

denuncia de la corrupción para arreglar 

cuentas personales y denunciar a vecinos y 

parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador 

es una lucha para defender el trabajo 

colectivo de transparencia y denuncia y no 

una forma de crear una sociedad de 

delatores como muchas veces han hecho 

los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda 

está ahora y tanto se puede prestar a la 

demagogia, debemos vigilar cómo los 

políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su 

discurso o lo planteen en sus propuestas. 

Puede transformarse en una herramienta 

para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de 

delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas 

que sinceramente toman la decisión de 

atreverse a denunciar situaciones de 

corrupción y connivencia de los poderes 

públicos con las tramas financieras, viven 

en situaciones de aislamiento y acoso que 

no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros 

países y, a partir de ellas, trazaremos 

nuestra propuesta. 

1. Protección de la intimidad, el 

anonimato y/o la privacidad del 

Denunciante/Alertador 

Proteger de manera eficaz la intimidad, 

privacidad y/o anonimato de los 

denunciantes o testigos así como cuando 

proceda a sus familiares y personas 

cercanas incluyendo según el caso: 

– Permitir y facilitar la denuncia anónima 

desde dentro de las instituciones o 

empresas así como en casos excepcionales 

como grandes tramas de corrupción, la 

toma de declaración de denunciantes 

mediante sistemas que oculten su 

identidad, aceptando testimonios mediante 

tecnologías de comunicación que lo 

permitan. 

– Garantizar el derecho a las 

comunicaciones personales privadas 

investigando de oficio cualquier injerencia. 

– Inclusión del denunciante, en caso de 

solicitarlo, y de testigos, en el programa de 

protección de testigos garantizando en la 

medida de lo necesario y posible su 

reubicación. 

-Prohibir parcial o totalmente, cuando 

proceda, revelar información sobre su 

identidad y paradero. 

2. Protección de la integridad física del 

Denunciante/Alertador 

Incorporar y prever en el ordenamiento 

jurídico medidas apropiadas para 

proporcionar protección, cuando sea 

necesario, contra trato discriminatorio, 

represalias físicas o intimidación a 

alertadores,testigos o peritos que presenten 

testimonio. 

3. Defensa Jurídica 

-Garantizar el derecho de alertadores y 

testigos a la asistencia jurídica gratuita en 

los procesos judiciales que suelen ser 

consecuencia de la condición de 

denunciante o testigo: tales como 

procedimientos o denuncias por acoso, 

amenazas, injurias, calumnias… Esta 

asistencia gratuita será desempeñada por 

abogados especializados. 

– Medidas concretas contra la mala praxis 

jurídica utilizada para dilatar tiempos y 

elevar costes del proceso como forma de 

desgaste psicológico, económico con la que 

el alertador suele ser castigado por su 

denuncia. 

4. Derechos Laborales 

-Proteger el derecho a no ser despedido 

durante el proceso judicial derivado de su 

denuncia declarando el despido nulo en 

estos casos. En caso de represalias, se 

debería facilitar/velar por su estabilidad 

laboral 

. 

ualquier ilegalidad, despilfarro, mala gestión, abuso de poder, un peligro sustancial y específico para 

la salud pública o la seguridad o cualquier otra actuación que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de considerarse denunciante de la corrupción no solo el funcionario, 

trabajador o empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la institución, como proveedores, aspirantes a trabajar en la 

institución o a trabajar para ella, consultores, o incluso voluntarios. Se trata de evitar “las listas 

negras” como forma de evitar que se denuncie la corrupción. También debe incluir a los que pueden 

verse afectados por las actividades de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del denunciante de la corrupción, basta con que aparezcan 

indicios de la conducta que se denuncia, así como indicios – en su caso- del acoso sufrido por el 

denunciante, correspondiendo a la organización o institución demostrar con evidencias que no ha 

habido ninguna actuación ilegal, despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha intentado utilizar el Buzón de Xnet de denuncia de la 

corrupción para arreglar cuentas personales y denunciar a vecinos y parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador es una lucha para defender el trabajo colectivo de 

transparencia y denuncia y no una forma de crear una sociedad de delatores como muchas veces 

han hecho los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda está ahora y tanto se puede prestar a la demagogia, 

debemos vigilar cómo los políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su discurso o lo planteen en sus 

propuestas. Puede transformarse en una herramienta para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas que sinceramente toman la decisión de atreverse a 

denunciar situaciones de corrupción y connivencia de los poderes públicos con las tramas 

financieras, viven en situaciones de aislamiento y acoso que no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros países y, a partir de ellas, trazaremos nuestra propuesta. 

ntroducción 

Las organizaciones promotoras consideran 

que es imprescindible en el Estado Español 
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“whistleblower”) 

A nuestro juicio, la normativa debe de 

perseguir la consecución de las siguientes 

garantías para el denunciante/alertador de 

la corrupción: 

Garantías de la libertad de expresión del 

denunciante de la corrupción. 

Garantías de la confidencialidad y en su 

caso de la protección de su identidad 

Garantías de la continuidad de su carrera 

profesional y su tranquilidad psicológica y 

personal 

Garantías económicas, de manera que la 

lucha contra la corrupción no suponga un 

importante menoscabo económico. 

Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 
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Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 

los poderes públicos, padecen situaciones 

de aislamiento y acoso que ponen en riesgo 

su carrera profesional y su tranquilidad 

personal que no se deben permitir. 

Entendemos que el denunciante de la 

corrupción es aquella persona que denuncia 

cualquier ilegalidad, despilfarro, mala 

gestión, abuso de poder, un peligro 

sustancial y específico para la salud pública 

o la seguridad o cualquier otra actuación 

que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o 

representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de 

considerarse denunciante de la corrupción 

no solo el funcionario, trabajador o 

empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), 

sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la 

institución, como proveedores, aspirantes a 

trabajar en la institución o a trabajar para 

ella, consultores, o incluso voluntarios. Se 

trata de evitar “las listas negras” como 

forma de evitar que se denuncie la 

corrupción. También debe incluir a los que 

pueden verse afectados por las actividades 

de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del 

denunciante de la corrupción, basta con que 

aparezcan indicios de la conducta que se 

denuncia, así como indicios – en su caso- 

del acoso sufrido por el denunciante, 

correspondiendo a la organización o 

institución demostrar con evidencias que no 

ha habido ninguna actuación ilegal, 

despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha 

intentado utilizar el Buzón de Xnet de 

denuncia de la corrupción para arreglar 

cuentas personales y denunciar a vecinos y 

parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador 

es una lucha para defender el trabajo 

colectivo de transparencia y denuncia y no 

una forma de crear una sociedad de 

delatores como muchas veces han hecho 

los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda 

está ahora y tanto se puede prestar a la 

demagogia, debemos vigilar cómo los 

políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su 

discurso o lo planteen en sus propuestas. 

Puede transformarse en una herramienta 

para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de 

delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas 

que sinceramente toman la decisión de 

atreverse a denunciar situaciones de 

corrupción y connivencia de los poderes 

públicos con las tramas financieras, viven 

en situaciones de aislamiento y acoso que 

no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros 

países y, a partir de ellas, trazaremos 

nuestra propuesta. 

1. Protección de la intimidad, el 

anonimato y/o la privacidad del 

Denunciante/Alertador 

Proteger de manera eficaz la intimidad, 

privacidad y/o anonimato de los 

denunciantes o testigos así como cuando 

proceda a sus familiares y personas 

cercanas incluyendo según el caso: 

– Permitir y facilitar la denuncia anónima 

desde dentro de las instituciones o 

empresas así como en casos excepcionales 

como grandes tramas de corrupción, la 

toma de declaración de denunciantes 

mediante sistemas que oculten su 

identidad, aceptando testimonios mediante 

tecnologías de comunicación que lo 

permitan. 

– Garantizar el derecho a las 

comunicaciones personales privadas 

investigando de oficio cualquier injerencia. 

– Inclusión del denunciante, en caso de 

solicitarlo, y de testigos, en el programa de 

protección de testigos garantizando en la 

medida de lo necesario y posible su 

reubicación. 

-Prohibir parcial o totalmente, cuando 

proceda, revelar información sobre su 

identidad y paradero. 

2. Protección de la integridad física del 

Denunciante/Alertador 

Incorporar y prever en el ordenamiento 

jurídico medidas apropiadas para 

proporcionar protección, cuando sea 

necesario, contra trato discriminatorio, 

represalias físicas o intimidación a 

alertadores,testigos o peritos que presenten 

testimonio. 

3. Defensa Jurídica 

-Garantizar el derecho de alertadores y 

testigos a la asistencia jurídica gratuita en 

los procesos judiciales que suelen ser 

consecuencia de la condición de 

denunciante o testigo: tales como 

procedimientos o denuncias por acoso, 

amenazas, injurias, calumnias… Esta 

asistencia gratuita será desempeñada por 

abogados especializados. 

– Medidas concretas contra la mala praxis 

jurídica utilizada para dilatar tiempos y 

elevar costes del proceso como forma de 

desgaste psicológico, económico con la que 

el alertador suele ser castigado por su 

denuncia. 

4. Derechos Laborales 

-Proteger el derecho a no ser despedido 

durante el proceso judicial derivado de su 

denuncia declarando el despido nulo en 

estos casos. En caso de represalias, se 

debería facilitar/velar por su estabilidad 

laboral 
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herramienta para crear ejércitos de delatores fanáticos a su servicio. 
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ecálogo para la protección de los 

Denunciantes/Alertadores 

Introducción 

Las organizaciones promotoras consideran 

que es imprescindible en el Estado Español 

la elaboración de una normativa de 

protección específica para el denunciante o 

alertador de la corrupción (del inglés 

“whistleblower”) 

A nuestro juicio, la normativa debe de 

perseguir la consecución de las siguientes 

garantías para el denunciante/alertador de 

la corrupción: 

Garantías de la libertad de expresión del 

denunciante de la corrupción. 

Garantías de la confidencialidad y en su 

caso de la protección de su identidad 

Garantías de la continuidad de su carrera 

profesional y su tranquilidad psicológica y 

personal 

Garantías económicas, de manera que la 

lucha contra la corrupción no suponga un 

importante menoscabo económico. 

Definición del denunciante de la 

corrupción 

Debe de establecerse un concepto claro de 

denunciante de la corrupción, tanto en el 

ámbito público como en el privado. Es 

indudable que en este momento las 

personas que sinceramente toman la 

decisión de atreverse a denunciar 

situaciones de corrupción y connivencia de 

los poderes públicos, padecen situaciones 

de aislamiento y acoso que ponen en riesgo 

su carrera profesional y su tranquilidad 

personal que no se deben permitir. 

Entendemos que el denunciante de la 

corrupción es aquella persona que denuncia 

cualquier ilegalidad, despilfarro, mala 

gestión, abuso de poder, un peligro 

sustancial y específico para la salud pública 

o la seguridad o cualquier otra actuación 

que se derive de las anteriores y donde se 

vean involucradas instituciones o 

representantes públicos. 

En cuanto a las personas, debe de 

considerarse denunciante de la corrupción 

no solo el funcionario, trabajador o 

empleado (ya sea indefinido, temporal, etc), 

sino también a aquellas personas que 

tienen o pueden tener relación con la 

institución, como proveedores, aspirantes a 

trabajar en la institución o a trabajar para 

ella, consultores, o incluso voluntarios. Se 

trata de evitar “las listas negras” como 

forma de evitar que se denuncie la 

corrupción. También debe incluir a los que 

pueden verse afectados por las actividades 

de una organización. 

En cuanto a la carga de la prueba del 

denunciante de la corrupción, basta con que 

aparezcan indicios de la conducta que se 

denuncia, así como indicios – en su caso- 

del acoso sufrido por el denunciante, 

correspondiendo a la organización o 

institución demostrar con evidencias que no 

ha habido ninguna actuación ilegal, 

despilfarro, mala gestión, etc. 

En nuestra experiencia mucha gente ha 

intentado utilizar el Buzón de Xnet de 

denuncia de la corrupción para arreglar 

cuentas personales y denunciar a vecinos y 

parientes. 

La protección de los Denunciante/Alertador 

es una lucha para defender el trabajo 

colectivo de transparencia y denuncia y no 

una forma de crear una sociedad de 

delatores como muchas veces han hecho 

los gobiernos autoritarios. 

Por eso, con este tema que tan de moda 

está ahora y tanto se puede prestar a la 

demagogia, debemos vigilar cómo los 

políticos, nuevos y viejos, lo asumen en su 

discurso o lo planteen en sus propuestas. 

Puede transformarse en una herramienta 

para atacarse los unos a los otros o en una 

herramienta para crear ejércitos de 

delatores fanáticos a su servicio. 

Dicho eso, en este momento las personas 

que sinceramente toman la decisión de 

atreverse a denunciar situaciones de 

corrupción y connivencia de los poderes 

públicos con las tramas financieras, viven 

en situaciones de aislamiento y acoso que 

no se deben permitir. 

Existen legislaciones al respecto en otros 

países y, a partir de ellas, trazaremos 

nuestra propuesta. 

1. Protección de la intimidad, el 

anonimato y/o la privacidad del 

Denunciante/Alertador 

Proteger de manera eficaz la intimidad, 

privacidad y/o anonimato de los 

denunciantes o testigos así como cuando 

proceda a sus familiares y personas 

cercanas incluyendo según el caso: 

– Permitir y facilitar la denuncia anónima 

desde dentro de las instituciones o 

empresas así como en casos excepcionales 

como grandes tramas de corrupción, la 

toma de declaración de denunciantes 

mediante sistemas que oculten su 

identidad, aceptando testimonios mediante 

tecnologías de comunicación que lo 

permitan. 

– Garantizar el derecho a las 

comunicaciones personales privadas 

investigando de oficio cualquier injerencia. 

– Inclusión del denunciante, en caso de 

solicitarlo, y de testigos, en el programa de 

protección de testigos garantizando en la 

medida de lo necesario y posible su 

reubicación. 

-Prohibir parcial o totalmente, cuando 

proceda, revelar información sobre su 

identidad y paradero. 

2. Protección de la integridad física del 

Denunciante/Alertador 

Incorporar y prever en el ordenamiento 

jurídico medidas apropiadas para 

proporcionar protección, cuando sea 

necesario, contra trato discriminatorio, 

represalias físicas o intimidación a 

alertadores,testigos o peritos que presenten 

testimonio. 

3. Defensa Jurídica 

-Garantizar el derecho de alertadores y 

testigos a la asistencia jurídica gratuita en 

los procesos judiciales que suelen ser 

consecuencia de la condición de 

denunciante o testigo: tales como 

procedimientos o denuncias por acoso, 

amenazas, injurias, calumnias… Esta 

asistencia gratuita será desempeñada por 

abogados especializados. 

– Medidas concretas contra la mala praxis 

jurídica utilizada para dilatar tiempos y 

elevar costes del proceso como forma de 

desgaste psicológico, económico con la que 

el alertador suele ser castigado por su 

denuncia. 

4. Derechos Laborales 

-Proteger el derecho a no ser despedido 

durante el proceso judicial derivado de su 

denuncia declarando el despido nulo en 

estos casos. En caso de represalias, se 

debería facilitar/velar por su estabilidad 

laboral 

. 
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l mayor reto al que se enfrentan los 

ayuntamientos. 

 

 

Si los ciudadanos están informados y 

conocen cómo funciona un presupuesto 

municipal será mucho más fácil que se 

involucren en su gestión. 

Informar sobre el propio proceso puede ser 

complejo. Muchos de ellos tienen varias fases 

(propuestas, debates, votaciones…), 

sistemas propios de deliberación y la 

necesidad de presentar de forma clara y 

ordenada todas las propuestas.  

Es esencial atender a la experiencia de 

usuario a la hora de diseñar la estrategia 

informativa online y offline. 

Muchos de estos procesos tienen un grado de 

implicación elevado y requieren un esfuerzo 

Conseguir que los colectivos con menos 

presencia (jóvenes, inmigrantes) se sientan 

integrados y escuchados. 

Proporcionar “feed back” 

Diseño previo e información son críticas 
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